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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DEL VALLE DEL CAUCA 

Auto Interlocutorio  

 

Santiago de Cali, Veintiuno (21) de Enero de Dos Mil Veintiuno (2021) 
 
Proceso No :  76001-23-33-000-2020-00895-00 (Acumulado 2020-
00835-00) 
Medio de control:  ELECTORAL 
Demandantes:  JUAN CARLOS RENGIFO VELASCO 
abogarylitigios@gmail.com; YADIR ANTONIO TORRES PALACIOS 
yadirtorresp46@gmail.com 

Demandado :  ACTO DE ELECCION  DEL PERSONERO DEL MUNICIPIO 
DE CALI- Dr. HAROLD ANDRÉS CORTÉS LAVERDE (oscar@ibanez.com.co; 

asantamaria@ibanez.com.co; gerardomendozacastrillon@hotmail.com 
secretariageneral@concejodecali.gov.co, presidencia@concejodecali.gov.co. 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co; adriana.leon@cali.gov.co)  
Coadyuvante:   ALEXANDRA SANTAMARIA HERNANDEZ 
alesantamaria111@gmail.com  
Instancia:   PRIMERA 
 
Magistrada Ponente: DRA. LUZ ELENA SIERRA VALENCIA  

 

I OBJETO DE LA DECISION 

 

Procederá la Sala a resolver sobre las excepciones previas formuladas por la parte 

demandada dentro de los procesos de la referencia, en virtud del artículo 121 del 

Decreto 806 del 04 de junio de 2020, que consagra que las excepciones previas en la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se formularán y decidirán según lo 

regulado en los articulas 100, 101 y 102 del Código General del Proceso, cuya 

providencia que las resuelva deberá ser adoptada en primera instancia por el juez, 

subsección, sección o sala de conocimiento, contra  la que procederá el recurso 

apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 

de Estado.  

 

II. ANTECEDENTES 

  

A través del medio de control de Nulidad Electoral consagrado en el artículo 139 del 

CPACA, los señores JUAN CARLOS RENGIFO VELASCO y YADIR ANTONIO TORRES 

PALACIOS, actuando en nombre propio, solicitan que se declare la nulidad del acto de 

elección del señor HAROLD ANDRÉS CORTEZ LAVERDE, en calidad de Personero 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los 
usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 
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Municipal de Santiago de Cali para el periodo 2020-2024, contenido en el Acta No.  

21.2.1.1-041 de la sesión plenaria ordinaria del 27 de febrero de 2020 del Concejo 

Municipal de Cali.  

 
Una vez admitidas las demandas y surtidas las respectivas notificaciones, tanto el 

actual Personero Municipal de Cali, como el Municipio de Santiago de Cali y el Concejo 

Municipal, se pronunciaron sobre los hechos y pretensiones que las fundan, 

formulando excepciones previas, de las cuales se surtió el correspondiente traslado a 

las partes procesales. 

 

III EXCEPCIONES FORMULADAS 

 

PROCESO No. 2020-00835-00 

 

El demandado, Dr. HAROLD ANDRÉS CORTÉS LAVERDE, en su calidad de 

Personero Municipal de Santiago de Cali, contestó la demanda oportunamente, 

formulando las siguientes excepciones: 

 

- INEPTA DEMANDA POR INADECUADA SELECCIÓN DEL MEDIO DE 

CONTROL  

 

Aduce que de acuerdo con lo hechos y pretensiones que fundan la demanda, el medio 

de control de nulidad electoral no es el adecuado, en virtud de lo previsto en el artículo 

139 del CPCACA, toda vez la inconformidad reflejada en la demanda radica en una 

actuación administrativa que fue dejada sin efectos por el Concejo del Municipio de 

Cali quien corrigió y ajustó la convocatoria reglamentaria del concurso público de 

mérito para la elección de Personero del Municipio de Cali, basando su decisión en la 

falta de idoneidad de la Fundación  Universidad del Valle para celebrar el contrato 

respectivo para la selección de personal, por lo que a su juicio, la presente controversia 

resulta de carácter contractual y no electoral.  

 

- INEPTA DEMANDA POR INADECUADA SELECCIÓN DE LA PARTE 

DEMANDADA  

 

Aduce que quien tiene la capacidad para hacerse parte y comparecer al proceso como 

parte demandada es la Alcaldía Municipal de Santiago de Cali y no el Concejo 

Municipal, pues como lo señala la ley, éste último será representado judicialmente por 

el Municipio.  

 



- INEPTA DEMANDA POR INVOCACION DE HECHO ANTIJURIDICO 

COMO CAUSAL DE FALSA MOTIVACION O DE EXPEDICION 

IRREGULAR 

Señala que el acto de elección demandado no tiene vicio alguno en su formación y 

expedición.  Que en el proceso que dio lugar a la elección del Personero de Cali, el 

demandante, como cualquier otro ciudadano tuvo las mismas oportunidades para 

acceder a dicho cargo.  

 

PROCESOS Nos. 2020-00895-00 Y 2020-00835-00  

 

El Concejo Municipal de Cali contestó las demandas oportunamente, formulando 

las siguientes excepciones: 

 

- INEPTA DEMANDA POR HABER DADO A LA DEMANDA EL TRÁMITE DE 

UN PROCESO DIFERENTE AL QUE CORRESPONDE 

 

Aduce que de acuerdo con la situación fáctica y jurídica que fundan las demandas, 

éstas no se enmarcan en alguna de las causales de nulidad electoral descritas en el 

artículo 275 del CPACA, por lo que no resultaba adecuado el medio de control de 

Nulidad Electoral. Que los demandantes debieron acudir al medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho contra la Resolución No. 21.2.22-050 de enero 20 de 

2020, proferida por el Concejo Municipal de Cali, por cuanto es este el acto 

administrativo que sin ser definitivo, hizo que no fuera posible continuar con el trámite 

de la convocatoria del concurso público de méritos inicial para elegir Personero 

Municipal de Cali, para el periodo 2020-2024, contenida en la Resolución No. 21.2.22-

534 del 30 de octubre de 2019. 

 

-INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES 

 

Frente a esta excepción el Concejo de Cali indica que, se pretende a través del 

presente medio de control de nulidad electoral, cuestionar el concurso público abierto 

de méritos que fue adelantado por dicha Corporación, para lo cual solicitan los actores 

que no solo se declare la nulidad del Acta de Elección del Personero del Municipio de 

Cali para el periodo 2020-2024, sino también, la de los actos administrativos 

contenidos en las Resoluciones No. 21.2.22-032 del 10 de enero de 2019, la cual fue 

aclarada mediante la Resolución No.21.2.22-046 de enero 17 de 2020, por error de 

digitación en la fecha y la No. 21.2.22-050 de enero 20 de 2020 que rehace el 

concurso, actos administrativos de trámite y por tanto, no susceptibles de ser 

demandados.  

 



- NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 

NECESARIOS 

Señala que la Representación del Concejo Municipal corresponde a la Administración 

Distrital, sin perjuicio de la posibilidad de que tanto la Personería Municipal y el 

Concejo, sean escuchados dentro del proceso en defensa de sus intereses.  

 

El Municipio de Santiago de Cali por su parte, contestó las demandas, formulando 

la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, 

manifestando que el ente territorial no tuvo injerencia alguna en la emisión del acto 

objeto de controversia, puesto que quien realizó el proceso que culminó con la elección 

del actual Personero Municipal de Cali fue el Concejo Municipal.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

CUESTION PREVIA 

Mediante memorial presentado vía electrónica por el demandante dentro del proceso 

No. 2020-00835-00, aduce que se omitió por parte de esta Corporación, correr 

traslado de la contestación de la demanda y de su reforma. 

 

Para el efecto señala que, pese a que se registró en el sistema de información de la 

Rama Judicial, la contestación de la demanda, la misma no fue remitida al correo 

electrónico de los sujetos procesales en los términos que establece el Decreto 806 de 

2020.  

 
Previo a resolver sobre la situación planteada por el citado memorialista, debe 

señalarse que, de acuerdo con la crisis mundial actual generada por la pandemia 

covid-19, se promulgó en la Rama Judicial el sistema virtual y la implementación de 

las tecnologías. Por consiguiente, el Gobierno Nacional dictó el Decreto 806 de 2020, 

“Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y 

las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 

flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica”. En su artículo 4° dispuso que, cuando no 

se tenga acceso al expediente en físico en la sede judicial, tanto la autoridad judicial 

como los demás sujetos procesales colaborarán proporcionando por cualquier medio 

las piezas procesales que se encuentren en su poder y se requieran para desarrollar 

la actuación subsiguiente. Que las autoridades judiciales que cuenten con 

herramientas tecnológicas que dispongan y desarrollen las funcionalidades de 

expedientes digitales de forma híbrida podrán utilizarlas para el cumplimiento de 

actividades procesales.  

 



A su vez, en su artículo 6° reguló que, las demandas se presentarán en forma de 

mensaje de datos, lo mismo que todos sus anexos, a las direcciones de correo 

electrónico que el Consejo Superior de la Judicatura disponga para efectos del reparto, 

cuando haya lugar a este. De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar 

copias físicas, ni electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado.  

 

Respecto de las notificaciones por estado y traslado, su artículo 9 contempló que, los 

estados se fijarán virtualmente, con inserción de la providencia, y no será necesario 

imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la 

providencia respectiva.   Que de la misma forma podrán surtirse los traslados que 

deban hacerse por fuera de audiencia.  Los ejemplares de los estados y traslados 

virtuales se conservarán en línea para consulta permanente por cualquier interesado.   

   

El articulo 12 por su parte dispuso que, de las excepciones en la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) 

días en la forma regulada en el artículo 1102 del Código General del Proceso, o el que 

lo sustituya. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, 

si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las excepciones previas.   

 

En el presente proceso, el Secretario de la Corporación mediante certificación de fecha 

15 de diciembre de 2020, hizo constar lo siguiente: 

 
“Se deja constancia que los traslados de las excepciones presentadas en la 
contestación de la demanda por parte del Municipio de Cali, el señor HAROLD 
ANDRES CORTES y el Concejo Distrital de Cali.  
 
Y de las excepciones presentadas en la contestación de la Reforma de la 
Demanda por parte del Municipio de Cali y el señor HAROLD ANDRES CORTES.  
 
Se adjuntaron al traslado de excepciones fijado el día 23 de noviembre de 2020 
en enlaces de cinco (5) archivos PDF que se encuentran subidos en la Página 
WEB de la RAMA JUDICIAL https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-
tribunal-administrativo-del-valle-del-cauca. De los cuales se verificó que a la 
fecha se pueden descargar y visualizar con normalidad”. 

 

En virtud de lo expuesto, de la constancia anterior se puede deducir que de 

conformidad con los términos de los artículos 9 y 12 del Decreto 806 de 2020, en 

el presente asunto se surtió debidamente el traslado de las excepciones 

formuladas en las respectivas contestaciones de las demandas presentadas 

oportunamente.  

                                                           
2 “ARTÍCULO 110. TRASLADOS. Cualquier traslado que deba surtirse en audiencia se cumplirá 
permitiéndole a la parte respectiva que haga uso de la palabra. 
Salvo norma en contrario, todo traslado que deba surtirse por fuera de audiencia, se surtirá en secretaría 
por el término de tres (3) días y no requerirá auto ni constancia en el expediente. Estos traslados se 
incluirán en una lista que se mantendrá a disposición de las partes en la secretaría del juzgado por un 
(1) día y correrán desde el siguiente”. 
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Ahora debe aclararse que de acuerdo con las normas procesales y las contendidas en 

el Decreto 806 de 2020, de las contestaciones de la demanda no se corre traslado, 

sino de las excepciones previas formuladas en ellas, tal como ocurrió en el presente 

caso. Por tanto, se le recuerda al demandante que como quiera que la demanda se 

presentó en forma de mensaje de datos, puede perfectamente el expediente digital 

ser requerido al Despacho o la Secretaría de la Corporación mediante correo 

electrónico dirigido por las partes del proceso o terceros intervinientes a los canales 

respectivos, para que les sea enviado el correspondiente enlace para su acceso, en 

desarrollo de las respectivas actuaciones que deban surtirse dentro del mismo o para 

conocimiento de su estado. 

 

Por tanto, no se dará trámite alguno al memorial presentado por el demandante 

dentro del proceso 2020-00835-00, con relación con el traslado de las contestaciones 

de la demanda.  

 

RESOLUCION DE EXCEPCIONES PREVIAS 

 

Como quiera entonces que la parte demandada, DR. HAROLD ANDRÉS CORTÉS 

LAVERDE, actual Personero del Municipio de Cali, el Concejo Municipal y el ente 

territorial formularon en sus respectivas contestaciones de las demandas excepciones 

previas, sin que se requiera la práctica de pruebas a las que se refiere el inciso 

segundo del artículo 101 del CGP, la Sala procederá a surtir el trámite señalado en el 

numeral 2 de la misma disposición, es decir, a resolver las excepciones propuestas 

antes de la celebración de la audiencia inicial.  

 

Sobre la excepción de “Indebida acumulación de pretensiones” formulada 

por el Concejo Municipal de Cali. 

 

Sostiene el Concejo Municipal que la demanda pretende a través del medio de control 

de nulidad electoral no solo cuestionar el acto de elección del actual Personero del 

Municipio de Cali sino también los actos administrativos expedidos en desarrollo de la 

convocatoria reglamentaria del concurso público abierto de méritos para la elección 

del Personero adelantada por dicha Corporación, los cuales son actos de trámite y, 

por tanto, no susceptibles de ser demandados.  

 

Debe señalar la Sala al respecto que si bien en las demandas los actores solicitaron, 

además de la nulidad del acto de elección del actual Personero del Municipio de Cali,  

la nulidad de las Resoluciones Nos. 21.2.22-032 del 10 de enero de 2019, 21.2.22-

046 de enero 17 de 2020 y 21.2.22-50 del 20 de enero de 2020, por medio de las 



cuales el Concejo Municipal de Cali sanea un procedimiento, corrige y  ajusta la 

convocatoria reglamentaria del concurso público de méritos para la elección de 

Personero Distrital para el periodo 2020-2024, sin embargo, dicho aspecto fue 

subsanado.  

 

En efecto, dentro del proceso No. 2020-00895-00, el Despacho conductor del proceso 

mediante auto de fecha 24 de julio de 2020, inadmitió la demanda bajo los siguientes 

fundamentos:  

 

“De conformidad con el artículo 139 del CPACA, los únicos actos que se pueden 

demandar ante esta jurisdicción, a través del medio de control de nulidad 

electoral son: i) los de elección por voto popular o por cuerpo electorales; ii) 

los de nombramiento que expidan las entidades y autoridades 

públicas de todo orden, o iii) los de llamamiento para proveer vacantes en 

las Corporaciones Públicas.  

El artículo 151, numeral 10 del CPACA señala que, los Tribunales 

Administrativos conocerán en única instancia, de la nulidad de los actos de 

elección expedidos por las asambleas departamentales y por los concejos 

municipales en municipios de setenta mil (70.000) habitantes o más que no 

sean capital de departamento. 

Por su parte, el artículo 152, numeral 8 ibidem señala que, los Tribunales 

Administrativos conocerán en primera instancia de la nulidad del acto de 

elección de Personeros y demás autoridades municipales con setenta mil 

(70.000) o más habitantes, o que sean capital de departamento.  

Por tanto, la parte actora deberá corregir la demanda frente a las pretensiones, 

pues de acuerdo con las anteriores disposiciones especiales, en este caso, el 

ÚNICO acto demandable es el acto de elección expedido por el Concejo Municipal 

de Cali, del señor HAROLD ANDRÉS CORTÉS LAVERDE, como Personero 

Municipal para el periodo institucional 2020-2024, contenido en el Acta No. Mo. 

21.2.1.1-041 de la sesión plenaria ordinaria del 27 de febrero de 2020”. 

 

En virtud de lo anterior, la parte actora subsanó la demanda en el aspecto advertido 

por el Despacho dentro del término legal concedido para ello, de acuerdo con la 

constancia secretarial de fecha 04 de agosto de 2020, por lo que se procedió a su 

admisión mediante auto de fecha 10 del mismo mes y año.  

 

Por su parte dentro del proceso No. 2020-00835-00, mediante auto de fecha 13 de julio 

de 2020, el Magistrado director del proceso, rechazó las pretensiones de la demanda 

concernientes a la nulidad de las Resoluciones Nos. 21.2.22-032 del 10 de enero de 

2019, 21.2.22-046 de enero 17 de 2020 y 21.2.22-50 del 20 de enero de 2020, bajo 

las siguientes consideraciones:  

 

“Por otra parte, el artículo 139 del CPACA, contempla:  

 



ARTÍCULO 139. NULIDAD ELECTORAL. Cualquier persona podrá 

pedir la nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 

electorales, así como de los actos de nombramiento que expidan las 

entidades y autoridades públicas de todo orden. Igualmente podrá 

pedir la nulidad de los actos de llamamiento para proveer vacantes en 

las corporaciones públicas… 

Así pues, se puede colegir que a través del medio de control de nulidad 

electoral se puede demandar la nulidad de: i) los actos de elección; ii) los actos 

de nombramiento y iii) los actos de llamamiento a proveer vacantes. En 

consecuencia, son éstos y no otros los actos que deben ser demandados, ello 

resulta importante para efectos de sanear el proceso desde el admisorio y, por 

otra parte, para delimitar la competencia de este Tribunal para conocer del 

asunto. En este sentido, se pronunció el Consejo de Estado3, en los siguientes 

términos:  

 

“(…) los actos trámite o preparatorios no son pasibles de control 

judicial, puesto que desde la perspectiva de la nulidad electoral solo lo 

son aquellos a través de los cuales se hace la elección, el nombramiento 

o el llamamiento a proveer vacantes, respectivamente.  

 

(…) Por supuesto, ello no implica que si se presentan vicios en los actos 

de trámite o preparatorios que dieron origen al acto de designación, 

aquellos queden sustraídos del control judicial, pues lo que sucede es 

que dichas anomalías se estudiaran por el juez electoral cuando analice 

la legalidad del acto definitivo.” 

 

Así mismo, en un asunto de ribetes semejantes, el Alto Tribunal señaló: 

 

Lo anterior aplicado al sub examine, impone concluir que los vicios que 

el demandante endilga a los actos que precedieron a la elección del 

personero de Jamundí, esto es: i) la Resolución Nº 042 del 10 de 

diciembre de 2015, a través de la cual se convocó a la ciudadanía y se 

reglamentó el procedimiento de elección; ii) la Resolución Nº 0002 del 

8 de enero de 2016 mediante la cual se conformó la lista de elegibles; 

y, iii) el Acuerdo Municipal N.º 0006 del 12 de noviembre de 2015, a 

través del cual se precisaron las normas aplicables a la elección del 

Personero de Jamundí, se estudiarán al analizar la legalidad del acto 

contenido en el Acta N.º 005 de 9 de enero de 2016, pues es este 

último el que contiene el acto pasible de nulidad electoral. 4 

 

Con fundamento en lo anterior, esta Sala de Decisión  sin necesidad de 

ahondar más en el tema, no le resta salida diferente a este Tribunal que 

rechazar las aludidas pretensiones de conformidad con el numeral 3 del art. 

169 del CPACA, al ser los mencionados actos no susceptibles de control 

jurisdiccional, sin perjuicio de que si se presentan vicios en los actos de trámite 

o preparatorios que dieron origen al acto de designación, estos puedan 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sección Quinta, auto de Sala del 18 de febrero de 2016, radicación 25000-23- 41-

000-2015-00101-02 CP. Alberto Yepes Barreiro 
4 Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO, ocho (08) de junio de dos mil diecisiete (2017) 

Radicación número: 76001-23-33-000-2016-00233-01 

 



igualmente analizarse en este medio de control, conforme a la jurisprudencia 

transcrita”.  

 

Por todo lo expuesto, como quiera que el único acto objeto de control jurisdiccional 

en el presente asunto es el acto de elección del actual Personero del Municipio de 

Santiago de Cali, no prospera la excepción de indebida acumulación de pretensiones 

propuesta por la parte demandada, Concejo Municipal de Cali. 

 

Sobre la excepción de “Inepta demanda” por inadecuada selección del 

medio de control o haber dado a la demanda el trámite de un proceso 

diferente al que corresponde. 

 

El Personero Municipal de Cali expone que de acuerdo con los hechos y fundamentos 

jurídicos de la demanda el medio de control adecuado era el de controversias 

contractuales y no el nulidad electoral, toda vez que la inconformidad  del actor radica 

en una actuación administrativa que fue dejada sin efectos por el Concejo del 

Municipio de Cali por  falta de idoneidad de la Fundación Universidad del Valle para 

celebrar el contrato respectivo para la selección de personal en desarrollo del concurso 

público de méritos para la elección de Personero del Municipio de Cali. 

 

Por su parte el Concejo Municipal de Cali indica que el actor debió acudir al medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Resolución No. 21.2.22-

050 de enero 20 de 2020, proferida por el Concejo Municipal de Cali, por cuanto, a su 

juicio, es este el acto administrativo que, sin ser definitivo, hizo que no fuera posible 

continuar con el trámite de la convocatoria del concurso público de méritos inicial para 

elegir Personero Municipal de Cali, para el periodo 2020-2024. Que, además, de 

acuerdo con los fundamentos facticos y jurídicos, no se enmarcaban en ninguna de 

las causales de nulidad electoral previstas en el artículo 275 del CPACA. 

 

Para resolver la anterior excepción previa debe destacar la Sala que, el articulo 139 

del CPACA contempla que, a través del medio de control de Nulidad Electoral, 

cualquier persona podrá pedir la nulidad de los actos de elección: i) por voto popular; 

ii) o por cuerpos electorales; iii) así como de los actos de nombramiento que expidan 

las entidades y autoridades públicas de todo orden; y iv) los actos de llamamiento 

para proveer vacantes en las corporaciones públicas. 

 

Frente al medio de control de nulidad electoral y los actos electorales, el Consejo de 

Estado en providencia del 30 de agosto de dos mil dieciocho (2018), con ponencia del 

Consejero ALBERTO YEPES BARREIRO, proceso No. 25000-23-41-000-2018-00165-

01, ha sostenido lo siguiente:  

 



“(…) Uno de los objetivos principales del legislador al expedir la Ley 1437 de 

2011 fue, entre otros, definir expresamente cuando debía utilizarse una u otra 

de las herramientas judiciales con las que la jurisdicción contenciosa cuenta 

para controlar las decisiones adoptadas por la administración. 

 

Para cumplir tal cometido, el principal cambio que se introdujo en el CPACA 

fue el de eliminar la diferencia entre acción y pretensión, debido a que se 

entendió que la acción es una sola y que lo que diferencia los distintos medios 

de control es la pretensión de la demanda y el acto que se controvierte. Por 

ello, contrario a lo que ocurría en el derogado Decreto 01 de 1984, la Ley 1437 

de 2011 estipuló de, forma expresa, cuáles son los actos controvertibles a 

través de cada medio de control así: 

 

 
Como puede observarse, a partir de la expedición de la Ley 1437 de 2011 lo 
que determina la procedencia de uno u otro medio de control es la naturaleza 
del acto acusado, de forma que este debe ser el parámetro a tener en cuenta 
para establecer si el medio de control escogido por la parte actora fue el idóneo 
o; si por el contrario, atañe al juez, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 
171 ibídem, adecuarla, si ello es posible, al trámite correspondiente.  
 
El artículo 139 del CPACA establece que el medio de control de nulidad electoral 
procede contra actos electorales, los cuales según lo ha entendido esta Sección 
son aquellos emanados del ejercicio de la función electoral, la cual es distinta 
de la función administrativa, y por ello, estos deben entenderse como 
autónomos, especiales y distintos del acto administrativo, comoquiera que el 
acto electoral tiene su origen en la materialización de la democracia 
participativa y el derecho a elegir y ser elegido que consagra la Carta Política. 
 
Ahora bien, según las voces de la disposición objeto de estudio existen, si se 
quiere, 4 clases de actos electorales a saber: i) elección popular; ii) elección a 
cargo de cuerpo colegiado; iii) nombramiento y iv) llamamiento a proveer 
vacantes, los cuales se pueden distinguir de la siguiente manera: 
 

i) El originado en la elección popular, la cual está precedida por voto popular y 
cuyo acto constituye, por su naturaleza, la expresión más directa de la 
democracia, pues materializa la voluntad del electorado en la designación de 



los dignatarios del Estado que se someten a esa forma de escogencia. Un 
ejemplo de esta clase actos son las designaciones hechas para elegir alcaldes, 
congresistas, etc.; 
 

ii) El acto de llamamiento, que se utiliza para proveer curules ante las vacancias 
temporales o absolutas que se generen al interior de una corporación pública 
de elección popular y que son ocupadas por los candidatos no elegidos que 
según el orden de inscripción o votación obtenida, le sigan en forma sucesiva 
y descendente en la misma lista electoral; 
 

iii) El de elección por cuerpos colegiados a través del cual, en aplicación del 
sistema de pesos y contrapesos, se designan servidores públicos, en los 
diferentes niveles nacional y territorial; y 
 

iv) Los actos de nombramiento, a través de los cuales se proveen los diversos 
cargos de la función pública a efectos de que el designado adquiera la 
categoría de servidor público. Así pues, la Sección Segunda de esta 
Corporación frente a esta clase de acto ha entendido que: 
 

“Respecto a la naturaleza jurídica del acto de nombramiento, esta Corporación 
ha señalado que se trata de un acto condición que está sujeto a la verificación 
de unos presupuestos legales que conducen a formalizar el nombramiento y a 
completar la investidura de servidor.” 
 
Es de advertir que aunque los actos de nombramiento son expresión propia de 
la función administrativa, como el legislador los enlistó como acto 
electoral la Sala los conoce como tal, pese a que no responden a la lógica 
de la función electoral. Ahora bien, debido a esta “doble naturaleza” que el 
ordenamiento jurídico quiso asignarle al acto de nombramiento, la Sala 
Electoral ha establecido que, aquel, en principio, puede controlarse mediante 
dos vías distintas, dependiendo de la pretensión de la demanda. 
 
Así las cosas, será procedente la nulidad electoral “cuando la 
pretensión es discutir la legalidad del acto declaratorio de elección o 
acto electoral propiamente dicho y, la nulidad y restablecimiento del 
derecho, cuando el propósito pretensional sea la obtención de un 
restablecimiento, expreso si se solicita por postulación de parte, o 
tácito, implícito o automático, cuando del planteamiento de la causa 
petendi así se advierta. 

 
 
Así las cosas, como quiera que en el presente caso se pretende la nulidad del acto de 

elección propiamente dicho del actual Personero del Municipio de Cali, conforme 

quedo establecido en los autos admisorios de las demandas, y atendiendo la 

naturaleza de dicho acto acusado (acto de nombramiento), el medio de control de 

nulidad electoral resultaba el procedente para resolver la presente controversia, 

siendo oportuno en este caso el análisis de las actuaciones administrativas previas y 

que impulsaron el trámite para culminar con el acto de elección atacado, dentro de 

las que se encuentra el acto que corrigió y ajustó la convocatoria inicial que reguló el 

concurso de méritos para la elección del Personero Municipal por falta de idoneidad 

de la institución contratada para acompañar dicho concurso;  sin que se  derive de 

ello la obtención de un restablecimiento “particular” y “concreto” de acuerdo con los 

fundamentos facticos y jurídicos y las pretensiones de las demandas, ni muchos menos 

una controversia de carácter contractual.  



 

Debe aclararse igualmente que de acuerdo con la naturaleza del acto que contiene la 

convocatoria  reglamentaria del concurso de méritos o los actos que sanean dicho 

procedimiento y corrigen y ajustan la convocatoria, son actos de trámite, los cuales 

no son susceptibles de control jurisdiccional, tal como lo ha sostenido reiteradamente 

el Consejo de Estado5, puesto que sólo se considera como definitivo el acto electoral, 

siendo éste el que pone fin a la actuación administrativa, por tener la virtud de producir 

efectos jurídicos.  

 

En ese orden, para la Sala el medio de control escogido por los actores de nulidad 

electoral es el adecuado, teniendo en cuenta la naturaleza y el contenido del acto que 

se pretende demandar, así como, los hechos y pretensiones de las demandas 

respectivas.  

Ahora, debe señalarse que el artículo 275 del CPACA si bien enumera las causales de 

nulidad electoral, también dispone que los actos de elección o de nombramiento son 

nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de ese Código, el cual dispone que 

procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían 

fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho 

de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las 

atribuciones propias de quien los profirió. 

En el presente caso, de las demandas se advierte que las causales de nulidad 

invocadas son las de expedición irregular del acto de elección, falta de competencia 

funcional del Concejo Municipal de Cali e indebida motivación, las cuales se encuentran 

enmarcadas en el artículo 137 del CPACA.   

Por todo lo anterior, no hay vocación de prosperidad de la excepción previa en estudio.  

 

Sobre las excepciones de “Inepta demanda por inadecuada selección de la 

parte demanda”, “no comprender la demanda a todos los litisconsortes 

necesarios” y “falta de legitimación en la causa por pasiva del ente 

territorial”. 

 

El Personero del Municipio de Cali formuló la excepción de inepta demanda por 

inadecuada selección de la parte demandada al señalar que, quien tiene la capacidad 

                                                           
5 Por ejemplo en sentencia del 19 de febrero de 2004, la Sección Quinta del Consejo de Estado, Radicación 
número: 25000-23-25-000-2003-0721-02, señaló que “Si bien la convocatoria tiene la naturaleza de un 
acto de trámite que no es directamente demandable, lo cierto es que las convocatorias que el actor 
califica de irregulares necesariamente debieron culminar con la elección o el nombramiento de los 
docentes que harán parte de la planta de personal de la Universidad, actos éstos últimos sí enjuiciables 
ante la jurisdicción contencioso administrativa”. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html#137


para comparecer al proceso como parte demandada es el Municipio de Santiago de 

Cali y no el Concejo Municipal.  

 

Así mismo el Concejo Municipal de Cali formula la excepción de no comprender la 

demanda la integración de todos los litisconsortes necesarios al indicar que la 

Representación judicial del Concejo Municipal corresponde es a la Administración 

Distrital. 

 

Por su parte, el Municipio de Santiago de Cali formuló la excepción de “falta de 

legitimación en la causa por pasiva” al manifestar que el ente territorial no tuvo 

injerencia alguna en la emisión del acto de lección acusado, toda vez que quien realizó 

el proceso que culminó con la elección del actual Personero Municipal de Cali fue el 

Concejo Municipal.  

 

Sobre el particular debe señalar la Sala que en los procesos que nos ocupan, se vinculó 

tanto al Concejo Municipal de Cali,- por ser quien expidió el acto administrativo 

atacado, de conformidad con lo previsto en el numeral 2 del artículo 277 de la Ley 

1437 de 2011 que dispuso que, el auto admisorio de la demanda se debe notificar a 

la autoridad que expidió el acto-, y al Municipio de Santiago de Cali, quien tiene la 

Representación  Judicial de dicha Corporación, es decir, tiene la capacidad legal para 

comparecer al juicio, pues el Concejo Municipal carece de personería jurídica. 

 

Sin embargo, el Consejo de Estado en providencia de fecha 15 de octubre de 2020, 

Radicación No. 05001-23-33-000-2020-02462-01, con ponencia del Consejero 

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO estableció que, en materia electoral, la autoridad 

que profirió el acto electoral tiene la capacidad para comparecer al proceso por 

autorización expresa de la ley, así no tenga personería jurídica. Lo anterior bajo las 

siguientes consideraciones. 

 

“Para resolver este punto, debe tenerse en cuenta que el artículo 159 de la Ley 

1437 de 2011 establece: … 

 

De acuerdo con esta norma, podrán obrar como demandantes, demandados o 

intervinientes las entidades públicas y los demás sujetos de derecho que de 

acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso.  

 

Por su parte, el artículo 53 del Código General del Proceso dispone que podrán 

ser parte en un proceso, entre otras, las personas naturales y jurídicas y las 

demás que determine la ley.  

 

Al respecto, esta esta Corporación ha dicho:  

 

“(…) la capacidad para ser parte hace referencia a la posibilidad de 
ser sujeto de la relación jurídico-procesal, esto es, constituir uno 



de los dos extremos de la litis, a saber, demandante o demandado. Esta 
condición proviene de la capacidad jurídica que se le atribuye a la 
personalidad, en otras palabras, la que tienen las personas, naturales, 
jurídicas o las ficciones habilitadas por la ley (…), para ser parte de 
cualquier relación jurídica.  
(…)  
Así las cosas, es claro que la categoría que subyace al concepto de 
capacidad para ser parte es la de la personalidad jurídica o de una 
habilitación legal expresa, por cuanto a partir de ella se erige la 
capacidad como uno de sus atributos principales, por ende, en 
principio, son las personas las únicas que pueden ser parte del proceso. 
(…) en lo que se refiere al proceso contencioso administrativo, se 
pueden constituir como partes, las personas jurídicas de derecho 
público, pues su capacidad para ser parte del proceso proviene de su 
personería jurídica, a contrario sensu, las entidades u órganos que 
carecen de tal atributo no pueden ser parte procesal, salvo que exista 
una ley que autorice de manera expresa su habilitación 
procesal”.6(Negrillas fuera del texto original)  

 

De acuerdo con lo anterior, se reitera que tiene capacidad para comparecer a 

un proceso como demandante, demandado o como interviniente, quien tenga 

personalidad jurídica o quién esté expresamente habilitado por la ley.  

 

Precisado lo anterior, se tiene que el artículo 277 numeral 2 de la Ley 1437 de 

2011 establece: 

 

“Contenido del auto admisorio de la demanda y formas de practicar su 
notificación. Si la demanda reúne los requisitos legales se admitirá 
mediante auto, en el que se dispondrá:  
(…)  
2. Que se notifique personalmente a la autoridad que expidió el 
acto y a la que intervino en su adopción, según el caso, mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales, en 
los términos previstos en este Código.” (Negrillas fuera del texto 
original)  

 

Sobre esta norma, esta Sección ha dicho:  

 

“(…) ha de precisarse que la norma arriba trascrita habilita la 
participación procesal de la autoridad que intervino o expidió 
el acto sin importar que cuente con personería jurídica, lo cual 
se traduce en este caso en concreto, que la Asamblea Departamental 
del Quindío, teniendo en cuenta la especial naturaleza del 
proceso electoral, al haber sido la autoridad que expidió el acto 
demandado tiene un posible interés en la decisión que resulte del 
proceso y por ende es un sujeto procesal de obligatoria vinculación.  
 
Conforme con lo señalado: “La finalidad de esta norma es permitir, 
como se venía haciendo vía jurisprudencial desde antes de la vigencia 
del C.P.A.C.A., que la autoridad pública que produjo el acto 
administrativo demandado o la que participó en su conformación, pese 
a no ser parte demandada en el proceso electoral, pueda si lo 
considera necesario intervenir en el proceso.”. 7Negrillas fuera de 
texto.  
 

                                                           
6 Sentencia de Unificación. Consejo de Estado. Sección Tercera de lo Contencioso Administrativo. C.P. 

Enrique Gil Botero. 25 de septiembre de 2013. Radicado No. 25000-23-26-000-1997-05033-01(20420)   
7 Consejo de Estado. Sección Quinta de lo Contencioso Administrativo. C.P. Alberto Yepes Barreiro. 07 de 
mayo de 2015. Radicado No. 11001-03-28-000-2014-00095-00.   



Como conclusión tenemos que, para el caso en concreto, si bien es 
cierto la Asamblea Departamental del Quindío no cuenta con personería 
jurídica, sí se encuentra facultada por mandato legal especial 
para intervenir directamente en el presente medio de control 
de nulidad electoral, dada la capacidad de ser sujeto procesal 
que expresamente le otorgó el numeral 2º del artículo 277 de 
la Ley 1437 de 2011.  
 
Dada la titularidad que ostenta la Asamblea Departamental del Quindío 
en la presente relación jurídica, no se hace necesaria su 
comparecencia a través del Gobernador del Departamento, 
pues ya se advirtió es la mencionada Corporación la llamada a 
comparecer al proceso por la expedición del acto hoy 
cuestionado.”8Negrillas fuera del texto original. 

… 
Precisado lo anterior, se advierte que le asiste razón al Tribunal de primera 

instancia al considerar que el Concejo Municipal de Medellín estaba facultado 

para comparecer al proceso de manera directa, por expresa autorización del 

artículo 277 de la Ley 1437 de 2011, al haber sido la entidad que profirió el 

acto demandado.  

 

De acuerdo con lo anterior, al no ser necesaria la intervención del municipio 

de Medellín en este proceso, carece de legitimación en la causa por pasiva para 

contestar la demanda por no haber sido la entidad que profirió el acto 

demandado, no haber intervenido en su expedición, y no ser necesaria su 

intermediación para representar al concejo municipal y en consecuencia se 

confirmará la providencia apelada.  

 

Además de lo anterior, tampoco se advierte una indebida representación 

judicial que genere alguna nulidad procesal, puesto que se reitera el concejo 

municipal está facultado para intervenir directamente. Con todo, se señala que 

el municipio puede hacerse parte en el proceso como coadyuvante de la parte 

demandada, y de esa manera exponer las razones por las que considera que 

debe mantenerse la legalidad de la elección demandada”. 

 

En virtud de lo expuesto, se declarará probada la excepción de falta de legitimación 

en la causa por pasiva formulada por el Municipio de Santiago de Cali pues la 

comparecencia al proceso del Concejo Municipal de Cali, -autoridad que profirió el acto 

demandado-, se encuentra autorizada por la Ley (numeral 2 del art. 277 del CPACA), 

sin que sea necesario entonces, en materia electoral, la vinculación del ente territorial, 

como parta demandada. 

 

A su vez se declararán no probadas las excepciones propuestas por el Personero 

Municipal de Cali y Concejo Municipal denominadas inepta demanda por inadecuada 

selección de la parte demandada y por no comprender la integración del litisconsorte 

necesario, pues se repite, no resulta necesaria la vinculación en este caso del ente 

territorial, pues pese a que el Concejo Municipal no tiene personería jurídica, y su  

representación judicial la tiene el Municipio, no obstante, el Legislador autorizó su 

                                                           
8 Consejo de Estado. Sección Quinta. M.P. Rocío Araujo. Auto del 26 de mayo de 2016. Expediente 63001-
23-33-000-2016-00042-02   



vinculación directa en el proceso electoral, cuando sea dicha Corporación quien haya 

proferido el acto electoral atacado.  

 

Sobre la excepción de “Inepta demanda por invocación de hecho antijuridico 

como causal de falsa motivación o de expedición irregular”, debe señalar la 

Sala que la misma va encaminada al estudio de legalidad del acto cuestionado, lo cual 

es propio de la resolución definitiva del asunto, por lo que su estudio se realizará en 

el respectivo fallo. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarar NO PROBADAS las excepciones previas de “INEPTA DEMANDA 

POR INADECUADA SELECCIÓN DEL MEDIO DE CONTROL; INEPTA 

DEMANDA POR INADECUADA SELECCIÓN DE LA PARTE DEMANDADA; e 

INEPTA DEMANDA POR INVOCACION DE HECHO ANTIJURIDICO COMO 

CAUSAL DE FALSA MOTIVACION O DE EXPEDICION IRREGULAR”, formuladas 

por el demandado, Dr. HAROLD ANDRÉS CORTÉS LAVERDE, en su calidad de 

Personero Municipal de Santiago de Cali, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia.   

 

SEGUNDO: Declarar NO PROBADAS las excepciones de “INEPTA DEMANDA POR 

HABER DADO A LA DEMANDA EL TRÁMITE DE UN PROCESO DIFERENTE AL 

QUE CORRESPONDE; INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES; y NO 

COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 

NECESARIOS”, formuladas por el Concejo Municipal de Cali, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia  

 

TERCERO: Declarar PROBADA la excepción previa de “FALTA DE LEGITIMACION 

EN LA CAUSA POR PASIVA”, formulada por el Municipio de Santiago de Cali. Por 

consiguiente, se excluye al ente territorial como parte procesal, acorde con lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.  

 

CUARTO. RECONOZCASE personería jurídica al Dr. GERARDO MENDOZA 

CASTRILLON, identificado con la cédula de ciudadanía N° 16.769.601 expedida en 

Cali, portador de la tarjeta profesional número 98.312 del Consejo Superior de la 

Judicatura, para que represente los intereses del Concejo Distrital de Santiago de Cali 



en la forma y los términos previstos en los poderes allegados a los expedientes.  (Nos. 

2020-00895-00 y 2020-00835-00). 

 

QUINTO: RECONOZCASE personería jurídica a las Dras. MAYELINE PEREZ 

QUEVEDO, identificado con la cedula de ciudadanía No. 1.113.632.779, con tarjeta 

profesional 229.089 del CSJ, y  ADRIANA MARCELA LEON BOTINA, identificada con la 

cedula de ciudadanía No. 59.123.942 , con tarjeta profesional No. 220.245 del CSJ, 

para que actúen en representación del Municipio de Santiago de Cali, en la forma y 

los términos previstos en los poderes allegados a los Expedientes Nos. 2020-00895-

00 y 2020-00835-00, respectivamente.  

 

SEXTO: RECONOZCASE personería jurídica al Dr. OSCAR IBÁÑEZ PARRA, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 79.717.575 de Bogotá, portador de la 

Tarjeta Profesional No. 103.882 del CSJ, en calidad de Representante Legal de la firma 

IBAÑEZ ABODAGOS S.A.S., a quien el demandado, DR. HAROLD ANDRÉS CORTÉS 

VALVERDE- actual Personero Municipal de Cali,  le otorgó poder para que representen 

sus intereses dentro del proceso No. 2020-00835-00, de acuerdo con los términos del 

poder allegado al plenario.  

 

SEPTIMO: NO dar trámite al memorial presentado por el demandante dentro del 

proceso 2020-00835-00, relacionado con la falta de traslado de las contestaciones de 

la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

NOTIFÍQUESE la presente providencia por estado de conformidad con los términos 

previstos en el artículo 99 del Decreto 806 de 2020.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados, 

 

 

 

LUZ ELENA SIERRA VALENCIA  PATRICIA FEUILLET PALOMARES 

      

  

 

                                                           
9 “Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, con 
inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva”. 



 

OSCAR ALONSO VALERO NISIMBLAT 
 

 

 


